ACCESO A SERVICIOS PÚBLICOS DE POBLACIÓN SORDA Y SORDOCIEGA/ Vulneración del derecho colectivo al carecer la entidad bancaria de intérprete o guía intérprete/ Requisitos legales que debe reunir el intérprete o guía intérprete
“De tal prueba surge evidente que el Banco demandado ha cumplido solo de manera parcial las previsiones fijadas por el legislador para permitir el acceso eficiente y oportuno de las personas sordas y sordociegas al servicio público que ofrece, pues aunque cuenta con información visual y un dispositivo que al ser activado comunica directamente con la oficina de la subgerente, carece del servicio de intérprete y guía intérprete para esa población.

Empero, no es eso lo que dispone el artículo 8º de la ley 982 de 2005 que ordena incorporar paulatinamente, dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete, los cuales define el artículo 1º de la misma ley, en su orden, como aquellas personas `con amplios conocimientos de la Lengua de Señas Colombiana que puede realizar interpretación simultánea del español hablado en la Lengua de Señas y viceversa´ y que realizan `una labor de transmisión de información visual, comunicación y guía en la movilidad de la persona sordociega, con amplio conocimiento del Castellano, la Lengua de Señas, táctil, en campo visual reducida y demás sistemas de comunicación que requieren las personas sordociegas usuarias de castellano y/o Lengua de Señas´.”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-006 de 2008.
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Acta No. 154 del 8 de abril de 2016
Expediente 66400-31-89-001-2015-00054-01
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, el 24 de noviembre de 2015, en la acción popular instaurada por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Banco Caja Social, sucursal del municipio de La Virginia, Risaralda.

ANTECEDENTES

1.- Con la acción instaurada, pretende el accionante se ordene a la entidad demandada contratar de planta, un profesional intérprete y guía intérprete para personas ciegas y sordociegas; fijar en un sitio visible la información donde esas personas podrán ser atendidas y condenar en costas al accionado. 
Además solicitó otra serie de medidas a adoptar en providencias distintas a la sentencia.
2) Para fundamentar esas pretensiones expresó que la entidad demandada presta su servicio público en un inmueble ubicado en la carrera 8ª No. 2-26 del municipio de La Virginia, el que carece de señales luminosas, sonoras, avisos e intérprete permanente para suministrar atención a las personas sordas, sordociegas e hipoacústicas, desconociendo el artículo 8º de la ley 982 de 2005. 
Considera lesionados los derechos colectivos consagrados en los literales d), l) y m) del artículo 4 de la ley 472 de 1998 y otra serie de disposiciones.
3) Por auto de 16 de abril del año anterior se admitió la demanda; de la misma se dispuso correr traslado a la entidad accionada; comunicar sobre el inicio de la acción al Ministerio Público, a la Alcaldía municipal de La Virginia y a las personas naturales o jurídicas que se deseen intervenir en el proceso.
4) El representante legal de Banco Caja Social S.A., por medio de apoderado, se pronunció en relación con la acción propuesta. Negó el hecho en que se sustentaron las pretensiones y adujo que no es su obligación contar un intérprete o guía interprete de planta para garantizar las solicitudes de los usuarios sordos, sordociegos e hipoacústicos; que la ley 982 de 2005 está propuesta a destinatarios específicos y es absurdo que deba obligarse adecuar los inmuebles a los diferentes tipos de discapacidad; dicha norma, además, no es de aplicación inmediata sino paulatina; tiene establecidos procedimientos para la atención de aquel tipo de personas, de manera que si no quieren acceder a ellos desde la comodidad de su casa, lo puedan hacer en sus oficinas, por medio de asesores o del subgerente, logrando así una igualdad real, pues se da un trato diferente a los desiguales y que no está demostrado que tenga algún cliente con ese tipo de discapacidad, ni existen en el censo del municipio de La Virginia. 
Se opuso a las declaraciones imploradas y como excepciones de fondo formuló las que denominó “DE CONFORMIDAD CON LA LEY 982 DE 2005, MI PODERDANTE NO ESTÁ OBLIGADA A INCOPORAR LOS REQUERIMIENTOS DEL ACTOR POPULAR”; “NO SE ACREDITAN LOS SUPUESTOS DAÑOS QUE EL ACCIONANTE IMPUTA AL BANCO CAJA SOCIAL” e “INEXISTENCIA DE VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS COLECTIVOS INVOCADOS POR EL ACTOR”. 
5) El apoderado judicial del municipio de La Virginia, sostuvo que no le constaba el hecho fundamento de las pretensiones; a estas se opuso y como excepciones de fondo formuló las de falta de legitimación en la causa por pasiva del municipio de La Virginia; ineptitud de la demanda por no haber agotado reclamación frente a las accionadas y la innominada.
6) Dentro de la audiencia especial prevista por el artículo 27 de la ley 472 de 1998, a la que no acudió el demandante, se declaró fracasada la conciliación y se decretó como prueba una inspección judicial al inmueble donde funciona la entidad demandada, practicada la cual, se dio traslado a las partes para alegar, oportunidad que ambas aprovecharon.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se dictó el 24 de noviembre de 2015. En ella, el señor Juez Promiscuo del Circuito de La Virginia declaró probada la excepción de inexistencia de violación de los derechos colectivos invocados por el actor y que el Banco demandado no está violentado derechos colectivos a la accesibilidad de las personas discapacitadas; el accionante fue condenado a pagar las costas causadas.

Para decidir así, citó algunas normas que protegen los derechos e intereses colectivos de las personas que padecen limitaciones físicas y adujo que la interrelación que existe entre el usuario o ciudadano con discapacidad y el prestador del servicio, sea de carácter particular o público, debe ser ponderada de acuerdo con los principios de razonabilidad y proporcionalidad, de manera que no se puede dirigir toda la acción administrativa a realizar obras de infraestructura física en zonas de poco uso o poca demanda, pues uno de los principios de la administración moderna es realizar una labor optimizando los recursos disponibles y por ende, debe existir una verdadera demanda de la necesidad del servicio para exigir la instalación de tales ayudas, con el fin de evitar que los recursos humanos y físicos de las empresas queden subutilizados, concepto de administración que es diferente a discriminación y esta última situación no ocurre en el caso concreto porque existen las señalizaciones necesarias para atender a cualquier usuario con discapacidad que requiera del servicio bancario, sin que estrictamente correspondan a las que solicita el demandante.

Luego dice que se verificó, con las exposiciones que hicieron los funcionarios de la entidad demandada en la inspección judicial practicada, que no existen circunstancias de discriminación frente a usuarios con discapacidad y que se cumplen las especificaciones técnicas necesarias y adecuadas para garantizarles la accesibilidad, sin que sea menester, por falta de demanda o de usuarios, “hacer incurrir al banco en nuevos gastos administrativos para la atención de personas con este tipo de discapacidad”.

RECURSO DE APELACIÓN 

Inconforme con el fallo, el demandante lo impugnó. Solicitó revocar la sentencia y a acceder a las pretensiones, pues el funcionario de primera sede cree que puede interpretar la ley “so pena de consignar que sería subutilizado un intérprete guía y un intérprete de planta”, como lo ordena la ley 982 de 2005; el mismo juez tilda de error lo que ella dispone en el artículo 8º y deduce que al existir las señales necesarias y razonables para él, se cumple con lo que ordena esa disposición. 
CONSIDERACIONES

1) Se hallan satisfechos los presupuestos procesales para proferir sentencia de fondo y ninguna causal de nulidad se ha configurado que afecte la validez de la actuación.

2) El demandante está legitimado para promover la presente acción popular de conformidad con el numeral 1º del artículo 12 de la ley 472 de 1998 que autoriza iniciarla, entre otros, a toda persona natural, sin que sea necesario demostrar un interés especial diferente al de proteger los derechos colectivos.

También lo está el Banco Caja Social S.A. del municipio de La Virginia, de acuerdo con el artículo 14 de la misma ley, según el cual la acción popular se dirigirá contra el particular, persona natural o jurídica, o la autoridad pública cuya actuación u omisión se considera que amenaza, viola o ha violado el derecho o interés colectivo.

En este caso, la entidad demandada fue citada como la persona jurídica que lesiona el interés cuya protección se reclama y con esa calidad está llamada a integrar la parte pasiva de la litis de acreditarse que el lugar en el que presta el servicio público bancario no garantiza los derechos colectivos que se estiman lesionados.

3) Las acciones populares fueron consagradas en el artículo 88 de nuestra Constitución Nacional para la protección de los derechos e intereses colectivos relacionados con el espacio, el ambiente y otros de similar naturaleza que se definan en la ley.

Esa disposición fue reglamentada mediante ley 472 de 1998 que las define en su artículo 2º como mecanismos para la protección de los derechos e intereses colectivos y que se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible.

La acción popular, de conformidad con el artículo 9º, procede contra toda acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares que hayan violado o amenacen violar derechos e intereses colectivos.

De acuerdo con esas disposiciones, son elementos esenciales de esa clase de acciones los siguientes: a) la acción u omisión de la autoridad o del particular demandado; b) un daño contingente, peligro o amenaza o vulneración de derechos o intereses  colectivos y c) la relación de causalidad entre esa acción u omisión y el daño, amenaza o vulneración.

Esos supuestos deben ser demostrados en forma idónea y de conformidad con el artículo 30 de la citada ley 472 sobre el demandante pesa la respectiva carga probatoria, a no ser que por razones económicas o técnicas, no esté en capacidad de cumplirla.

4) El artículo 13 de la Constitución Política consagra como derecho fundamental el de la igualdad de todas las personas ante la ley e impone como obligación a cargo del Estado, promover las condiciones para que ese derecho sea real y efectivo, así como proteger a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta.

En armonía con ese precepto, el artículo 47 de la misma Carta expresa que corresponde al Estado adelantar una política de previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se les debe prestar la atención especializada que requieran. 

En desarrollo de esas normas superiores el legislador expidió la ley 361 de 1997 “Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones”, que en el artículo 2º impuso como obligación al Estado garantizar y velar “porque en el ordenamiento jurídico  no prevalezca discriminación sobre habitante alguno en su territorio, por circunstancias personales, económicas, físicas, fisiológicas, síquicas, sensoriales y sociales” y en el 3º dispuso que “El Estado Colombiano inspira esta ley para la normalización social plena y la total integración de las personas con limitación y otras disposiciones legales que se expidan sobre la materia en la Declaración de los Derechos Humanos proclamada por las Naciones Unidas en el año de 1948, en la Declaración de los Derechos del Deficiente Mental aprobada por la ONU el 20 de diciembre de 1971, en la Declaración de los Derechos de las Personas con Limitación, aprobada por la Resolución 3447 de la misma organización, del 9 de diciembre de 1975, en el Convenio 159 de la OIT, en la Declaración de Sund Berg de Torremolinos, Unesco 1981, en la Declaración de las Naciones Unidas concernientes a las personas con limitación de 1983 y en la recomendación 168 de la OIT de 1983.”

5) De los hechos planteados por el demandante se infiere que encuentra la lesión a los derechos colectivos cuya protección reclama en la circunstancia de que la entidad demandada carece de señales luminosas, sonoras, avisos e intérprete permanente, por lo que no reúne los requisitos legales para prestar un servicio adecuado a los ciudadanos que cuentan con discapacidad auditiva y visual y considera que en tal forma, desconoce el artículo 8º de la ley 982 de 2005. 
Dice esa disposición:

“Las entidades estatales de cualquier orden, incorporan paulatinamente dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio.

De igual manera, lo harán las empresas prestadoras de servicios públicos, las Instituciones Prestadoras de Salud, las bibliotecas públicas, los centros de documentación e información y en general las instituciones gubernamentales y no gubernamentales que ofrezcan servicios al público, fijando en lugar visible la información correspondiente, con plena identificación del lugar o lugares en los que podrán ser atendidas las personas sordas y sordociegas.” 
Estima también el actor lesionados los siguientes derechos colectivos consagrados en el artículo 4º de la ley 472 de 1998 y concretamente en los literales d), j), l) y m), que hacen relación, en su orden, al goce del espacio público; al acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna; la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente; la realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes. 
Es menester entonces evaluar objetivamente si la condiciones que el Banco demandado presta la atención a sus clientes, lesionan o no los derechos cuya protección se reclama, para lo cual será necesario establecer si las personas con limitaciones visuales o auditivas pueden acceder a los servicios que ofrece, en las mismas condiciones que los demás usuarios del sistema financiero.

En el curso del proceso se practicó inspección judicial a las instalaciones donde funciona el Banco Caja Social S.A. del municipio de La Virginia, acto en el que se dejó constancia por el funcionario de primera sede de que se encuentran ubicadas en un primer piso; la entrada es amplia, iluminada, con espacios adecuados, sin obstáculos; existen módulos individuales de atención para los empleados con funciones de caja y demás actos administrativos, con posiciones que facilitan el acceso y atención de los usuarios. También, encontró “un dispositivo instalado al lado izquierdo de la entrada al local. Este una vez accionado permite señalar el ingreso de personas con discapacidad para ser atendido de manera personalizada y por funcionario especial. La señal que se produce llega directamente al sitio en donde se encuentra la Subgerente” que atendió al despacho; se no observó la presencia de personas con discapacidad o problemas auditivos y de visión. Se expresó que la diligencia fue grabada y copia de ella se agrega al expediente, pero el único CD que obra en el plenario, glosado al pie de la carátula, está vacío.
De tal prueba surge evidente que el Banco demandado ha cumplido solo de manera parcial las previsiones fijadas por el legislador para permitir el acceso eficiente y oportuno de las personas sordas y sordociegas al servicio público que ofrece, pues aunque cuenta con información visual y un dispositivo que al ser activado comunica directamente con la oficina de la subgerente, carece del servicio de intérprete y guía intérprete para esa población.

Empero, no es eso lo que dispone el artículo 8º de la ley 982 de 2005 que ordena incorporar paulatinamente, dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete, los cuales define el artículo 1º de la misma ley, en su orden, como aquellas personas “con amplios conocimientos de la Lengua de Señas Colombiana que puede realizar interpretación simultánea del español hablado en la Lengua de Señas y viceversa” y que realizan “una labor de transmisión de información visual, comunicación y guía en la movilidad de la persona sordociega, con amplio conocimiento del Castellano, la Lengua de Señas, táctil, en campo visual reducida y demás sistemas de comunicación que requieren las personas sordociegas usuarias de castellano y/o Lengua de Señas”.

De esa manera las cosas, la circunstancia de que sea la subgerente del Banco quien atienda a las personas con alguna discapacidad, no satisface la obligación impuesta por la norma a que se hace referencia, ya que no se acreditó que reúna las características para actuar como intérprete o guía intérprete.  
Y es que el espíritu de la norma no es otro que equiparar las personas sordas y sordociegas con las que no padecen esa clase de limitaciones, fin que se logra eliminando las barreras que imponen la falta de audición y de visión, acudiendo a los mecanismos previstos por el legislador que les permita establecer canales de comunicación con su entorno, de manera tal que esa población pueda acceder en forma autónoma a los servicios que el Banco ofrece, para lo cual es necesario que cuenten con el servicio de intérpretes.

Puede entonces decirse que la entidad demandada no ha adoptado las medidas previstas por la ley para restablecer el equilibrio roto en la prestación de los servicios que ofrecen a la población de que se trata y en esas condiciones ha desconocido el derecho colectivo que tienen de acceder a ellos en forma eficiente y oportuna, de acuerdo con el literal j), artículo 4º de la ley 472 de 1998 y ha incumplido el compromiso social para respetar el derecho a la igualdad que demandan las personas con esa discapacidad. 

Al respecto dijo la Corte Constitucional en sentencia T-006 de 2008
:
“5.1. Las minorías discretas u ocultas deben recibir un trato diferenciado (discriminación positiva) que las coloque en condiciones de hacer efectivos sus derechos fundamentales.

De acuerdo con el artículo 13 de la Constitución Política, la igualdad de las personas debe ser real y efectiva. Diferencias relevantes entre individuos ameritan tratos diferenciados o acciones afirmativas a favor de personas o colectivos que se encuentran discriminados o en situaciones de debilidad manifiesta, en busca de la garantía de efectividad de sus derechos. Tratándose de personas con limitaciones físicas o mentales, su reconocimiento estatal no sólo tiene relación con el principio de igualdad, sino, además, con la protección de su dignidad y de su autonomía personal, esto es, el derecho a un proyecto de vida propio, a su intimidad y a ser reconocidas en su individualidad
.

Uno de los colectivos más afectados por situaciones formales de igualdad pero reales de exclusión y discriminación son las “minorías discretas u ocultas”, integradas por las personas que tienen una discapacidad o desventaja grave o profunda en el habla, el oído o la visión
. Se trata de personas cuyas necesidades básicas quedan sujetas a la misma forma de atención de los que carecen de tales limitaciones físicas, lo que representa más carga que beneficio al tener que adaptarse en modo forzado y precario a esos mecanismos generales o incluso a renunciar a ellos por la inexistencia de opciones diferenciales que tengan en cuenta su discapacidad (barreras de acceso negativas).

Específicamente, la Corte ha señalado que respecto de las personas con limitaciones auditivas, de habla o de visión graves, la Constitución establece una protección constitucional reforzada orientada al establecimiento de condiciones reales de inclusión social (arts. 13, 47 y 54; art.2)
, lo que se extiende a: (i) la proscripción de medidas discriminatorias o excluyentes; (ii) la remoción de obstáculos y barreras de acceso a sus derechos de ciudadanía política, civil y social; (iii) las acciones afirmativas o de discriminación positiva, que les permitan acceder, en igualdad de condiciones, al goce de sus derechos fundamentales; y (iv) las políticas de prevención, rehabilitación e integración social.
 Se trata entonces de una equiparación efectiva de oportunidades para el goce de los derechos que se reconocen a toda persona
. 

Este mandato constitucional de igualación a través de acciones afirmativas de diferenciación positiva, se ha desarrollado, entre otras, en las Leyes 361 de 1997
, 982 de 2005
 y 1145 de 2007
. 

5.2. El derecho de las personas sordas y sordociegas a utilizar el lenguaje de señas para la satisfacción de sus derechos fundamentales como ciudadano colombiano. 

En el caso de las personas sordas que no desarrollaron el lenguaje oral, el lenguaje de señas se convierte en su lengua materna y, por ende, en una forma de comunicación legalmente protegida, que tiene una clara relevancia constitucional cuando se trata del acceso de las personas sordas y sordociegas a sus derechos fundamentales. 

La Ley 982 de 2005, “por la cual se establecen normas tendientes a la equiparación de oportunidades para las personas sordas y sordociegas”, consagra tres reglas relevantes sobre el particular: (i) la “lengua de señas” es la “lengua natural” de las comunidades de sordos y forma parte de su patrimonio cultural (artículo 1-10); la Lengua de Señas en Colombia, para quienes no pueden desarrollar lenguaje oral, se entiende y se acepta como idioma necesario de comunicación de las personas con pérdidas profundas de audición y, las sordociegas, que no pueden consiguientemente por la gravedad de la lesión desarrollar lenguaje oral (art.2º)
; la función del intérprete de lengua de señas de Colombia es necesaria en situaciones de carácter oficial ante las autoridades competentes o “cuando sea requerido para garantizar el acceso de la persona sorda y sordociega a los servicios a que tiene derecho como ciudadano colombiano”. (se subraya) (art. 6).
 

En este contexto, la misma ley define como “derecho humano inalienable” de toda persona sorda “el derecho de acceder a una forma de comunicación, ya sea esta la Lengua de Señas Colombiana o el oralismo” (Art.22). Además, establece que toda forma de represión al uso de una Lengua de Señas, tanto en espacios públicos como en espacios privados, “será considerada como una violación al derecho de libre expresión consagrada en la Constitución”. (Subrayas del texto original)
En consecuencia, le asistió razón al actor al formular la acción popular en procura de preservar los derechos de ese grupo poblacional, sin que la Sala comparta los argumentos del juez de primera instancia que llegó a  conclusión diferente, con fundamento en las “exposiciones de los funcionarios de la entidad bancaria, en la Inspección Judicial”, de las que no se dejó constancia en el acta respectiva y sin que alguno la haya suscrito, ni siquiera la subgerente, persona que atendió al despacho y de quien se dijo, era la encargada de atender a las personas con alguna discapacidad.
6) La parte demandada propuso como excepciones de fondo, las siguientes: 
a.- “DE CONFORMIDAD CON LA LEY 982 DE 2005, MI PODERDANTE NO ESTÁ OBLIGADA A INCOPORAR LOS REQUERIMIENTOS DEL ACTOR POPULAR”. Para sustentarla, sostuvo que lo pretendido es desproporcionado, puesto que la norma está dirigida a destinatarios específicos y no ha sido reglamentada; lo que pretende el actor es que una entidad  como ella, que tiene cientos de establecimientos abiertos al público, incurra en la carga de adecuar sus instalaciones para un pequeño grupo de la población, cuya protección no se logra modificándolos y contratando un sin número de intérpretes para atender a un usuario en forma esporádica, sino brindándoles un trato proferente. Indicó además  que la referida ley está dirigida al Estado que debe apoyar las actividades de investigación, enseñanza y difusión de la lengua de señas en Colombia y garantizar  y proveer la ayuda de intérpretes y guías intérpretes de acuerdo con los artículos 3º y 4º y por ende, debe reglamentar la forma como deben cumplirse; en razón a la complejidad de su aplicación, el legislador señaló con claridad un ámbito de aplicación que “se encuentra en proceso” y no resulta aún exigible, mucho menos de un particular como la demandada; la ley no exige la adecuación de todas las instalaciones que pueda tener una entidad estatal, el deber se cumple informando a los usuarios discapacitados el lugar donde podrán ser atendidos.
Tal excepción no está llamada a prosperar habida cuenta que lo ordenado en el artículo 8º de la ley 982 de 2005, contrario a lo considerado por el Banco demandado, aplica igualmente para entidades particulares que presten servicios públicos. En efecto, de la lectura de la citada norma, que ya ha sido transcrita, surge evidente que el mandato para que se incorporen dentro de los programas de atención al cliente el servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas, es obligación impuesta no solo a las entidades estatales sino a las empresas prestadoras de servicios públicos “y en general las instituciones gubernamentales y no gubernamentales que ofrezcan servicios al público” y la actividad bancaria es un servicio público, como lo ha enseñado en su jurisprudencia la Corte Constitucional
. Así entonces, se concluye que las entidades bancarias no son ajenas a la obligación de adoptar las medidas de inclusión a que se refiere el artículo 8º a que se hace referencia.

Se sustentó también la excepción que se analiza, en la circunstancia de que las medidas ordenadas por la ley 982 de 2005 no son exigibles, porque se estableció que se incorporarían de manera paulatina y no se ha expedido ninguna reglamentación que determine en forma clara y completa cómo se han de llevar a cabo.

Esa ley, sin embargo, no supeditó su observancia a la expedición de norma reglamentaria alguna; por ende, es directamente ejecutable. Y es que de otra forma no puede interpretarse el contenido de la disposición en cita, porque la Carta Política de 1991, como ya se ha indicado, prevé una especial protección para todos aquellos grupos marginados de la sociedad y por ende, considerar que debe esperarse la expedición de un decreto reglamentario para terminar con la discriminación, no consulta los principios que la Constitución busca proteger. Otorgar el alcance pretendido por el excepcionante sería tanto como permitir la prolongación indefinida de una situación desventajosa para un grupo vulnerable de la sociedad. 

Pero es que además, esa ley fue expedida el 2 de agosto de 2005; se publicó en el Diario Oficial el 9 del mismo mes y su vigencia comenzó seis meses después de acuerdo con el artículo 47. Es decir, que para la fecha en que se instauró la acción, el 26 de marzo del año 2015
, habían transcurrido más de nueve años desde su entrada en vigencia, lapso suficiente para que gradualmente se hubiesen tomado las medidas del caso con el fin de garantizar el derecho a la igualdad de la población que en este caso resulta digna del amparo solicitado.

b.- “NO SE ACREDITAN LOS SUPUESTOS DAÑOS QUE EL ACCIONANTE IMPUTA AL BANCO CAJA SOCIAL”. Con fundamento en jurisprudencia que  consideró aplicable al caso, se adujo que al accionante le corresponde probar lo daños colectivos e individuales “que reclama”; se presume la inocencia del demandado en acciones populares y en el presente caso, el actor se limitó a afirmar que determinados hechos vulneran derechos colectivos, sino demostrar uno siquiera de los daños que alega ha causado la entidad demandada. 

Como se indicara en otro aparte de esta providencia, uno de los elementos esenciales de prosperidad de las acciones populares es el daño contingente, el peligro o la amenaza o la vulneración de derechos o intereses colectivos; es decir, que su naturaleza puede ser también preventiva, sin que exija entonces la existencia de un daño o perjuicio materializado para que el amparo solicitado esté llamado a prosperar. Así lo ha dicho la Corte Constitucional: “Ahora bien, otra característica esencial de las acciones populares es su naturaleza preventiva, lo que significa que no es ni puede ser requisito para su ejercicio, el que exista un daño o perjuicio de los derechos o intereses que se busca amparar, sino que basta que exista la amenaza o riesgo de que se produzca, en razón de los fines públicos que las inspiran. Desde su remoto origen en el derecho romano, fueron concebidas para precaver la lesión de bienes y derechos que comprenden intereses superiores de carácter público y que por lo tanto no pueden esperar hasta la ocurrencia del daño.”

 
En este caso, como se ha explicado, la omisión de la entidad demandada en dar total cumplimiento al artículo 8º de la ley 982 de 2005, amenaza los derechos de una población especial de la sociedad, a acceder a los servicios que brinda el banco demandado y ello hace procedente la protección reclamada de acuerdo con el artículo 2º de la ley 472 de 1998, razón por la cual la excepción que se analiza no está llamada a prosperar, sin que puedan acogerse los argumentos de la parte demandada, relacionados con la carga de la prueba que consagra el artículo 30 de la misma ley,  al quedar demostrada en este asunto la conducta negativa del Banco accionado, así la inspección judicial que acredita ese hecho haya sido decretada de oficio por el jugado.

c.- “INEXISTENCIA DE VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS COLECTIVOS INVOCADOS POR EL ACTOR”.  Se edificó en las circunstancias de que la entidad demandada no ha incumplido ninguna norma; el actor debe demostrar la transgresión de la disposición y que en tal forma se violan derechos colectivos, al impedir el acceso de los discapacitados a los servicios que presta o que ellos no tienen un trato preferente para acceder vía electrónica a las oficinas del banco; además, acreditar la existencia del grupo de personas que se pretende proteger como clientes de la entidad financiera, los que no existen en el censo del municipio de La Virginia. 
La mayoría de los hechos en que se sustenta esa excepción han sido ya analizados a lo largo de esta providencia, siendo suficiente entonces agregar que no consagró el legislador ninguna excepción para que entidades como la aquí accionada, encargada de la prestación de un servicio público, cumpla las obligaciones que impone el artículo 8º de la ley 982 de 2005 tantas veces citado. 
El medio exceptivo de que se trata, tampoco está llamado a prosperar.

CONCLUSIONES Y DECISIÓN

Se revocará entonces la sentencia impugnada. En consecuencia, para proteger el derecho al acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna, se ordenará al Banco Caja Social S.A., sucursal La Virginia, que dentro de los treinta días siguientes a la ejecutoria de esta sentencia, incorpore dentro de su programa de atención al cliente, el servicio de profesional intérprete y guía intérprete para personas ciegas y sordociegas.
Se conformará un comité para la verificación del cumplimiento de la sentencia.

Las excepciones de fondo propuestas por la parte demandada, se declararán no probadas.

La entidad demandada será condenada a pagar las costas causadas en ambas instancias a favor del demandante. 
Como para la mayoría de la Sala en materia de liquidación de costas debe aplicarse el Código General del Proceso, así el recurso que se decide por medio de esta providencia se haya interpuesto en vigencia del Código de Procedimiento Civil, no se fijarán las agencias en derecho en esta sede.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A :

1º.- REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, el 24 de noviembre de 2015, en la acción popular que el señor Javier Elías Arias Idárraga promovió contra el Banco Caja Social S.A. de esa misma localidad. 

2°.- AMPARAR el derecho colectivo al acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna. En consecuencia, se ordena al Banco Caja Social S.A., sucursal La Virginia, que dentro de los treinta días siguientes a la ejecutoria de esta sentencia, incorpore dentro de su programa de atención al cliente, el servicio de profesional intérprete y guía intérprete para personas ciegas y sordociegas y que el dispositivo que actualmente existe para comunicarlos con la Subgerente, identifique el lugar donde podrán ser atendidos por aquellos intérpretes.

3º.- CONFORMAR el comité para la verificación del cumplimiento de esta sentencia, integrado por el juzgado de primera instancia, las partes y el Ministerio Público.

4º.- DECLARAR no probadas las excepciones de fondo propuestas por la entidad demandada.
5º.- Costas en ambas instancias a cargo de la entidad demandada y a favor del demandante. 
Notifíquese y cúmplase. 

Los Magistrados,

                 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



(con salvamento parcial de voto)


DUBERNEY GRISALES HERRERA



(con salvamento de voto)


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Magistrado Ponente: Dr. Mauricio González Cuervo.


� “Autonomía: Derecho de las personas con discapacidad de tomar sus propias decisiones y el control de las acciones que las involucran para una mejor calidad de vida, basada dentro de lo posible en la autosuficiencia” (art. 2 Ley 1145 de 2007). En igual sentido, la Declaración de los Derechos de los Impedidos de la ONU de 19755 señala que “El impedido tiene derecho a las medidas destinadas a permitirle lograr la mayor autonomía posible”. 


� Sobre los colectivos de personas discapacitadas como minorías discretas u ocultas ver sentencias T-207 de 1999 y C- 076 de 2006, entre otras. Sobre el juicio de igualdad respecto de normas que afectan a estos colectivos se puede revisar la Sentencia C-673 de 2001.


� Declaración de Derechos de los Impedidos. Resolución 3447 de 1975, Asamblea General de la ONU: “3. El impedido tiene esencialmente derecho a que se respete su dignidad humana. El impedido, cualesquiera sean el origen, la naturaleza o la gravedad de sus trastornos y deficiencias, tiene los mismos derechos fundamentales que sus conciudadanos de la misma edad, lo que supone, en primer lugar, el derecho a disfrutar de una vida decorosa, lo más normal y plena que sea posible. (se subraya)


� Sentencia C- 076 de 2006, M.P. Jaime Córdoba Triviño.


� Art. 2 Ley 1145 de 2002: “Equiparación de oportunidades: Conjunto de medidas orientadas a eliminar las barreras de acceso a oportunidades de orden físico, ambiental, social, económico y cultural que impiden al discapacitado el goce y disfrute de sus derechos”. 


�Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones. El artículo 2 de la ley, integra además, la aplicación de la Declaración de los Derechos Humanos proclamada por las Naciones Unidas en el año 1948, en la Declaración de los Derechos del Deficiente Mental aprobada por la ONU el 20 de diciembre de 1971, en la Declaración de los Derechos de las Personas con Limitación, aprobada por la Resolución 3447 de la misma organización, del 9 de diciembre de 1975, en el Convenio 159 de la OIT, en la Declaración de Sund Berg de Torremolinos, Unesco 1981, en la Declaración de las Naciones Unidas concerniente a las personas con limitación de 1983 y en la recomendación 168 de la OIT de 1983.


� “Por la cual se establecen normas tendientes a la equiparación de oportunidades para las personas sordas y sordociegas”


� Por medio de la cual se organiza el Sistema Nacional de Discapacidad y se dictan otras disposiciones.


� Ratifica el mandato contenido en el artículo 68 de la Ley 361 de 1997, que dispone: “El lenguaje utilizado por personas sordas, es un medio válido de manifestación de la voluntad y será reconocido como tal por todas las autoridades públicas y privadas.”


� Ver sentencia SU-157 de 1999, MP. Alejandro Martínez Caballero


� Folio 1 vuelto, cuaderno principal.


� Sentencia C-215 de 1999, MP. Dra. Martha Victoria Sáchica de Moncaleano







